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RESOLUCIÓN N° 033/23

VISTOS:

Que, don ................................................................... (en adelante, el reclamante) interpone reclamación ante esta Defensoría del Asegurado (DEFASEG), solicitando que ................................................................... (en adelante, la aseguradora) apruebe su solicitud de ampliación de la cobertura otorgada al siniestro ocurrido por el fallecimiento de su hijo ......................................................, a consecuencia de un accidente de tránsito y proceda al pago correcto de la Indemnización correspondiente, de acuerdo con las Condiciones Generales y Particulares de la Póliza de Seguro SOAT N° ......................................................... (en adelante, la póliza), así como por lo resuelto mediante Resolución N° 108/22 (en adelante, la Resolución).

Que, la señalada reclamación cumple con los requisitos de materia, cuantía y oportunidad establecidos en el Reglamento de la DEFASEG (http://www.defaseg.com.pe/reglamento);

Que, habiéndosele corrido traslado de la respectiva reclamación, la aseguradora presentó sus respectivos descargos y la documentación solicitada;

Que, el 16 de enero de 2023 se realizó la audiencia virtual de vista con la concurrencia de ambas partes, quienes tuvieron oportunidad de exponer sus respectivas posiciones tratándose de la materia reclamada, absolviendo las diversas preguntas que les fueron formuladas. Asimismo, en la referida audiencia, se otorgó al reclamante el plazo de tres (3) días hábiles para que presente un escrito precisando su pretensión. Asimismo, una vez que presente dicho escrito, se otorga a la Compañía el plazo de tres (3) días hábiles para que formule los argumentos que crea conveniente. No obstante, al cabo del plazo otorgado, el reclamante no absolvió lo requerido;

Que, en síntesis, la reclamante manifiesta lo siguiente: a) la aseguradora rechazó la solicitud de cobertura original del reclamante por considerarla extemporánea por haber operado la prescripción de la referida solicitud; no obstante, mediante la Resolución, se dispuso que la aseguradora pague la cobertura requerida; b) en cumplimiento de lo ordenado en la Resolución, la aseguradora depositó la suma de S/ 17,900.00, al reclamante, el 31 de julio de 2022; no obstante dicho monto se liquidó tomando como consideración la UIT vigente al momento del siniestro (año 2019), siendo que se debió haber utilizado la UIT vigente al momento de la emisión de la Resolución (año 2022); c) conforme a lo dispuesto en la normativa vigente, nos podríamos encontrar ante un caso de mala fe, dado que no se habría investigado el reclamo de forma adecuada y  oportuna;

Que, por su parte, la aseguradora sustenta su posición resumidamente en lo siguiente: a) en cumplimiento de la Resolución, la aseguradora pagó, al reclamante, el monto de S/ 17,900.00 el 31 de julio de 2022 por concepto de indemnización por fallecimiento y gastos de sepelio; b) el reclamante habría variado su pretensión inicial y ahora pretendería requerir el pago de interés moratorio (S/. 3,500.00 soles), como consecuencia del siniestro de fecha 30 de junio de 2019, siendo que la aseguradora debería pagar al reclamante un interés moratorio anual equivalente a uno punto cinco (1.5) veces la tasa promedio para las operaciones activas en el Perú, de la moneda en que se encuentre expresado el contrato de seguros por todo el tiempo de la mora, siempre y cuando provenga de un siniestro consentido; c) el artículo 74° de la Ley del Contrato de Seguro establece que el interés moratorio se paga cuando nos encontremos en una controversia respecto de un siniestro consentido; sin embargo, en el presente caso el siniestro fue expresamente rechazado; d) en el procedimiento que devino en la Resolución nunca se cuestionó si el siniestro había sido consentido, sino que la controversia giraba en torno al rechazo por prescripción alegado por la aseguradora; e) la Superintendencia de Banca y Seguros, órgano regulador de las compañías aseguradoras, ha precisado en su oficio N° .....................-SBS, que la aplicación de los intereses moratorios a que hace referencia el artículo 332 de la Ley 26702 (ahora el artículo 74 de la Ley del contrato de seguros), es aplicable a los siniestros consentidos por la aseguradora y no a los siniestros rechazados que son dejados sin efecto por una autoridad administrativa, arbitral o judicial;

CONSIDERANDO:
 
Primero: Conforme a su Reglamento, la DEFASEG está orientada a la protección de los derechos de los asegurados o usuarios de los servicios del seguro privado contratados en el país, mediante la solución de controversias que se susciten con las empresas aseguradoras, respecto de rechazos o liquidación de cobertura de siniestros; entendiéndose por “asegurados” y “usuarios de seguros” a los asegurados propiamente dichos, a los contratantes del respectivo seguro y/o a los beneficiarios nombrados en las pólizas. 

Segundo: Asimismo, de acuerdo a su Reglamento, la DEFASEG sólo es competente para pronunciarse y resolver las reclamaciones indemnizatorias de los asegurados que hubiesen sido sometidas a su conocimiento, sobre la base de la documentación obrante en el correspondiente expediente y con arreglo a derecho, siempre y cuando las señaladas reclamaciones cumplan los requisitos reglamentarios de materia, cuantía y oportunidad, de manera que las reclamaciones por materias distintas al otorgamiento de cobertura, como pueden las pretensiones indemnizatorias por daños y perjuicios, por reembolso de gastos, o idoneidad de servicios, son ajenas a la competencia funcional de esta Defensoría.

Tercero: Que, de acuerdo a la Ley Nro. 29946 – Ley del Contrato de Seguro, norma legal vigente con ocasión de la celebración del contrato al cual se contrae el presente caso, todas las cuestiones jurídicas se rigen por lo dispuesto en dicha ley y por las que reglas que se acuerden convencionalmente, en cuanto no vulneren los principios esenciales de la naturaleza jurídica del seguro, siendo que sólo se aplica el derecho común a falta de disposiciones del derecho de seguros o de protección al consumidor.

Cuarto: Que, el artículo 1361 del Código Civil dispone que los contratos son obligatorios en cuanto se haya expresado en ellos, presumiéndose que lo declarado es lo querido por ambas partes, de manera que la parte que sostenga lo contrario debe probarlo.  

Quinto: Que, conforme al artículo 196 del Código Procesal Civil, corresponde a quien invoca hechos probar su existencia, así como a quien los contradice invocando nuevos hechos, salvo que aquel que esté sujeto a dicha carga procesal se acoja a alguna presunción legal de carácter relativo o absoluto.

Sexto:  Que, como cuestión previa se debe dejar constancia de que, tal como se ha señalado previamente, el reclamante no ha cumplido con absolver el requerimiento realizado por el presente colegiado respecto de la precisión de su pretensión. Por ello, en atención a lo formulado con ocasión de su reclamo de fecha 20 de setiembre de 2022, consideraremos como pretensión la consignada en dicho documento; sin perjuicio de pronunciarnos sobre todos los extremos del reclamo, conforme a la normativa vigente;

Sétimo:  Que, en el presente caso se discute la fecha de vigencia de la UIT que se utilice para la liquidación del pago de la cobertura ordenada mediante la Resolución. Para ello, debemos tener en cuenta lo dispuesto por el INDECOPI, órgano encargado de velar por el bienestar de los consumidores a nivel nacional:

“9.5 Pago y cálculo de la indemnización
En virtud del principio de buena fe recogido por el Código de Protección y Defensa del Consumidor, el valor de la UIT que se debe tomar en cuenta para el cálculo de la respectiva indemnización debe ser el que se encuentre vigente al momento de producirse una de las consecuencias previstas en el artículo 29 del Reglamento del SOAT: muerte, invalidez permanente, incapacidad temporal y/o gastos de sepelio.”[footnoteRef:1] [1:  LEDESMA ORBEGOSO, Wendy (Coord.) Lineamientos de Protección al Consumidor. INDECOPI, 2019, p. 89. En: 
https://www.indecopi.gob.pe/documents/127561/4096468/Lineamientos_Protecci%C3%B3n_Consumidor_2019.pdf/9cd24063-5a91-dfbd-d97e-f38f61b86a40 ] 


En la línea de lo expuesto, se aprecia que la liquidación que realice la aseguradora, a fin de pagar lo ordenado por la Resolución debe ser la UIT vigente al momento del siniestro.

En el presente caso, conforme se aprecia de autos, la aseguradora ha efectuado el pago de lo ordenado en la Resolución. Así pues, la aseguradora pagó, al reclamante, S/ 17,900.00 el 31 de julio de 2022 por concepto de indemnización por fallecimiento y gastos de sepelio. Dicho monto se liquidó considerando el valor vigente de la UIT al momento del siniestro, conforme a los lineamientos brindados por el INDECOPI y lo dispuesto en la normativa aplicable.

Por otro lado, sin perjuicio de que la pretensión analizada es la ofrecida en el reclamo de fecha 20 de setiembre de 2022, toda vez que el reclamante no cumplió con lo requerido por el presente colegiado con ocasión de la audiencia virtual de vista, debemos precisar que no nos encontramos analizando si nos encontramos ante un siniestro consentido o no. Al respecto, debemos recordar que la Resolución ordenó el pago de la indemnización ante el rechazo expreso opuesto por la aseguradora, siendo que -en ningún caso- podría tomarse que el siniestro fue consentido por esta. Así pues, se debe considerar que el artículo 74 de la Ley de Contrato de Seguro dispone que no procedería el cálculo de intereses moratorios en el presente caso, puesto que no nos encontramos ante un siniestro consentido.

Al respecto, resulta pertinente recordar lo señalado por la asegurada respecto del Oficio N° .....................-SBS, puesto que lo dispuesto en la Resolución no implica 
que el siniestro -rechazado inicialmente por la aseguradora- haya devenido en uno consentido. La revisión administrativa o judicial de un siniestro rechazado no afecta su naturaleza, ni lo torna en uno consentido, pese a que este sea objeto de una decisión favorable al reclamante por parte de la autoridad correspondiente.

Octavo:  Que, finalmente, debemos reafirmarnos en que la pretensión resuelta por el presente colegiado se limita a lo expresado en el reclamo del 22 de setiembre de 2022. En ese sentido, atendiendo al principio de buena fe y a lo dispuesto por el INDECOPI, resulta claro que la UIT que deba considerarse para el pago de la indemnización por parte de la aseguradora es la vigente al momento del siniestro; esto es, el año 2019. Por tal razón, no resulta posible amparar la solicitud del reclamante.

En consecuencia, el rechazo de la solicitud del reclamante por parte de la aseguradora se ajusta a derecho y, por tanto, resulta legítimo.


Atendiendo a lo expresado, este colegiado concluye su apreciación razonada y conjunta al amparo de lo establecido en su Reglamento, por lo que resuelve:

Declarar INFUNDADA la reclamación interpuesta por don ................................................................... contra ..................................................................., dejando a salvo el derecho de la reclamante de acudir ante las instancias que estime pertinente.

 
Lima, 24 de febrero de 2023


La Secretaría Técnica certifica que la presente resolución cuenta con el voto de los vocales cuyos nombres figuran en el presente documento.


María Eugenia Valdez Fernández Baca – Presidente
Rolando Eyzaguirre Maccan – Vocal
Omar Alfaro Villanueva – Vocal
Gonzalo Abad del Busto - Vocal
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